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Bogotá, D.C., 11 de diciembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones e incisos del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”.
Demandante: George Zabaleta Tique
Magistrado Ponente: NILSON PINILLA PINILLA
Expediente D-9913
Concepto 5654
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó George Zabaleta Tique contra algunas expresiones e incisos del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:
LEY 1474 DE 2011
(julio 12)

Diario Oficial No. 48.128 de 12 de julio de 2011

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

            (…)

ARTÍCULO 128. FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Con el fin de fortalecer las acciones en contra de la corrupción, créanse dentro de la estructura de la Contraloría General de la República la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, la Unidad de Cooperación Nacional e Internacional de Prevención, Investigación e Incautación de Bienes, la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, las cuales estarán adscritas al Despacho del Contralor General y serán dirigidas por un Jefe de Unidad del mismo nivel de los jefes de las oficinas asesoras. 
En la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, créanse once (11) cargos de Contralor delegado intersectoriales, quienes desarrollarán sus funciones con la finalidad de adelantar auditorías especiales o investigaciones relacionadas con hechos de impacto nacional que exijan la intervención inmediata de la entidad por el riesgo inminente de pérdida o afectación indebida del patrimonio público o para establecer la ocurrencia de hechos constitutivos de responsabilidad fiscal y recaudar y asegurar las pruebas para el adelantamiento de los procesos correspondientes. 
La Unidad de Cooperación Nacional e Internacional de Prevención, Investigación e Incautación de Bienes estará conformada por servidores públicos de la planta de personal de la entidad, asignados en misión a la misma, y tendrá como función principal la promoción e implementación de tratados, acuerdos o convenios con entidades internacionales o nacionales para obtener el intercambio de información, pruebas y conocimientos por parte de personal experto o especializado que permita detectar bienes, cuentas, inversiones y otros activos de personas naturales o jurídicas investigadas o responsabilizadas por la causación de daños al patrimonio público para solicitar el decreto de medidas cautelares en el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal y de cobro coactivo o en las acciones de repetición. 
La Unidad de Apoyo Técnico al Congreso prestará asistencia técnica a las plenarias, las comisiones constitucionales y legales, las bancadas parlamentarias y los senadores y representantes a la Cámara para el ejercicio de sus funciones legislativa y de control político, mediante el suministro de información que no tenga carácter reservado, el acompañamiento en el análisis, evaluación y la elaboración de proyectos e informes especialmente en relación con su impacto y efectos fiscales y presupuestales, así como la canalización de las denuncias o quejas de origen parlamentario. 
La Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático prestará apoyo profesional y técnico para la formulación y ejecución de las políticas y programas de seguridad de los servidores públicos, de los bienes y de la información de la entidad; llevará el inventario y garantizará el uso adecuado y mantenimiento de los equipos de seguridad adquiridos o administrados por la Contraloría; promoverá la celebración de convenios con entidades u organismos nacionales e internacionales para garantizar la protección de las personas, la custodia de los bienes y la confidencialidad e integridad de los datos manejados por la institución. Para los efectos anteriores, créanse dentro de la planta global de la Contraloría General de la República dos cargos de director grado 03, cinco (5) cargos de profesional universitario grado 02 y tres (3) cargos asistenciales grado 04, de libre nombramiento y remoción. 
Para la vigilancia de los recursos públicos de la Nación administrados en forma desconcentrada en el nivel territorial o transferidos a las entidades territoriales y sobre los cuales la Contraloría General de la República ejerza control prevalente o concurrente, organícense en cada departamento gerencias departamentales colegiadas, conformadas por un gerente departamental y no menos de dos contralores provinciales. Con la misma estructura, organícese para el Distrito Capital una gerencia distrital colegiada. 
El número de contralores provinciales a nivel nacional será de 75 y su distribución entre las gerencias departamentales y la distrital la efectuará el Contralor General de la República en atención al número de municipios, el monto de los recursos auditados y nivel de riesgo en las entidades vigiladas. 
Las gerencias departamentales y Distrital colegiadas, serán competentes para: 
a) Elaborar el componente territorial del plan general de auditoría de acuerdo con los lineamientos fijados por el Contralor General de la República y en coordinación con la Contralorías delegadas; 

b) Configurar y trasladar los hallazgos fiscales; 
c) Resolver las controversias derivadas del ejercicio del proceso auditor; 

d) Determinar la procedencia de la iniciación de los procesos de responsabilidad fiscal y del decreto de medidas cautelares; 

e) Las demás que establezca el Contralor General de la República por resolución orgánica. 
PARÁGRAFO 1o. Para los efectos previstos en este artículo, los servidores públicos de la Contraloría General de la República que tengan la calidad o ejerzan la función de contralores delegados, contralores provinciales, directores, supervisores, coordinadores, asesores, profesionales o tecnólogos podrán hacer parte de los grupos o equipos de auditoría. 
PARÁGRAFO 2o. Los gastos que demande la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo serán atendidos con los recursos del presupuesto de la respectiva vigencia y para el año 2011 no implican una erogación adicional. La Contraloría General de la República efectuará los traslados necesarios. 

1. Cuestión previa: estructura del concepto y esquema de resolución de los problemas jurídicos 

El demandante considera contrarios a la Carta varios segmentos e incisos integrantes del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, razón por la cual esta Vista Fiscal se pronunciará sobre cada uno de ellos empleando la siguiente estructura metodológica: (i) planteamientos de la demanda; (ii) problema jurídico y; (iii) consideraciones del Ministerio Público sobre las constitucionalidad de las normas demandadas.

2. Constitucionalidad del inciso 6 de la Ley 1474 de 2011

En términos generales el artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, del cual hacen parte los segmentos e incisos objeto de la demanda, creó varias Unidades
 adscritas al despacho del Contralor General de la República, para lo cual dispuso la creación, dentro de la estructura orgánica de dicha entidad, de los siguientes empleos: “dos cargos de director grado 03, cinco (5) cargos de profesional universitario grado 02 y tres (3) cargos asistenciales grado 04”, los cuales son de libre nombramiento y remoción, de conformidad con el inciso 6 del artículo citado.
a) Planteamientos de la demanda 
El accionante considera que las expresiones e incisos acusados vulneran el contenido de los artículos 125 y 268-10 de la Carta, por cuanto establecen, respectivamente, la regla general de provisión de empleos por conducto del sistema de carrera administrativa general y la regla de provisión de empleos por conducto del sistema de carrera especial de la Contraloría General de la República. Con el propósito de justificar este aserto, el accionante aduce que las funciones asignadas a los cargos creados por el artículo 128 de la Ley 1474 de 2011 (inc. 6), tienen carácter eminentemente ejecutivo, circunstancia que impide su provisión prescindiendo del sistema de mérito, pues se les asigna como funciones, entre otras, la competencia para “(…) adelantar auditorias especiales o investigaciones relacionadas con hechos de impacto nacional que exijan la intervención inmediata del patrimonio público o para establecer la ocurrencia de hechos constitutivos  de responsabilidad fiscal y recaudar y asegurar la pruebas para el adelantamiento de los procesos correspondiente (sic)”.
A su juicio, las funciones con carácter puramente ejecutivo no pueden proveerse prescindiendo del sistema especial de carrera administrativa establecido en el artículo 268-10 de la Constitución para la Contraloría General de la República, de conformidad con lo establecido en las Sentencias C-195 de 1994, C-514 de 1994, C-405 de 1995 y C-284 de 2011, providencias de las que concluye que el carácter técnico de dicha entidad impide la provisión de cargos por fuera del sistema de carrera, como si los mismos fuesen cargos políticos de libre nombramiento y remoción. 
b) Problema jurídico 
Esta Vista Fiscal estima que los problemas jurídicos pueden plantearse de la siguiente forma:

·  ¿La previsión normativa contenida en el inciso 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, según la cual, son de libre nombramiento y remoción los cargos de director grado 03, de profesional universitario 02 y asistenciales grado 04, vulnera los artículos 125 y 268-10 de la Constitución Política? 
c) Consideraciones del Ministerio Público sobre la constitucionalidad de la norma. Existencia de cosa juzgada constitucional
El Ministerio Público considera que respecto del inciso 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, se estructuran los presupuestos necesarios para la configuración de la cosa juzgada constitucional absoluta (art. 243 C.P.), la cual opera “(…) cuando el pronunciamiento de constitucionalidad de una disposición, a través del control abstracto, no se encuentra limitado por la propia sentencia, es decir, se entiende que la norma es exequible o inexequible en su totalidad y frente a todo el texto Constitucional”
.
En el caso sub examine la Corte consignó en la parte resolutiva de la Sentencia C-824 de 2013
 lo siguiente:

2. Decisión 

Declarar INEXEQUIBLE la expresión “de libre nombramiento y remoción” contenida en el inciso sexto del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011. 

Por consiguiente, resulta evidente que la declaratoria de inconstitucionalidad del inciso 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, impide pronunciamientos posteriores sobre la norma objeto de análisis por las siguientes razones: (i) el pronunciamiento de la Corte Constitucional se efectuó en sede de control abstracto de constitucionalidad; (ii) no hay cláusula de relatividad en la decisión proferida por la Corte Constitucional, es decir, no se hizo referencia a que dicha declaratoria obedeció a los cargos esgrimidos en la demanda, lo cual resulta obvio en caso de que alguna disposición haya sido declarada contraria a la Constitución; (iii) por ende, el juicio de constitucionalidad se efectuó respecto del conjunto de normas constitucionales y, en particular, de aquellas que consagran la carrera administrativa como principio estructural de la Carta (art. 125 C.P.).
Así las cosas, y sobre el inciso 6 del artículo 128, esta Vista Fiscal solicitará a la Corte Constitucional estarse a lo resuelto en la Sentencia C-824 de 2013.

3.  Constitucionalidad de los incisos 5 y 6 de la norma acusada

Como se indicó, el artículo 128 de la Ley 1474 de 2011 dispuso la creación, en los incisos 5 y 6 de éste, de la  Unidad de Apoyo Técnico al Congreso, de una parte y, de otra, de la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, las cuales se encuentran adscritas al Despacho del Contralor General.
a) Planteamientos de la demanda 

Con respecto a este punto, el accionante aduce que los incisos acusados vulneran el artículo 150-7 de la Constitución, que establece la facultad del Congreso para determinar la estructura de la administración nacional señalando los objetivos y la estructura orgánica de las entidades pertenecientes a ésta, en el entendido que la creación de dependencias dentro de la Contraloría General de la República, por parte del denominado estatuto anticorrupción, requiere de una conexidad con la lucha anticorrupción.
En ese sentido afirma que “(…) la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático y la reestructuración de las Gerencias Departamentales, nada tiene que ver contra la lucha contra la corrupción porque lo que hicieron fue crear burocracia de libre nombramiento y remoción, conservando las mismas funciones, desarticulando la estructura institucional y creando duplicidad de funciones con las dependencias ya existentes”. 

b) Problema jurídico

Esta Vista Fiscal estima que el problema jurídico puede plantearse de la siguiente forma:

· ¿La creación de las Unidades de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, por parte de los incisos 5 y 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, desconoce el artículo 150- 7 de la Constitución?
c) Consideraciones del Ministerio Público sobre los incisos acusados. Solicitud de inhibición por ineptitud sustantiva de la demanda

En concepto de esta Jefatura el cargo esgrimido contra la norma acusada no logra estructurar un verdadero reparo de constitucionalidad, por dos razones:

En primer término, la demanda considera que los incisos acusados desconocen el contenido del artículo 150-7
 de la Carta, bajo la consideración de la ausencia de conexidad entre las unidades creadas por la Ley 1474 de 2011 y la lucha contra la corrupción.
Esta conclusión no tiene la entidad para configurar un verdadero cargo de constitucionalidad que explique adecuadamente el concepto de violación
 de las normas acusadas respecto de las normas constitucionales. En efecto, el cargo carece de los requisitos de claridad, especificidad y suficiencia, pues no es comprensible como la creación de unidades por parte del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, en la Contraloría General de la República vulnera el artículo constitucional que, precisamente, le otorga facultad al legislador para determinar la estructura orgánica de los órganos de control dentro del marco de autonomía que la misma carta les reconoce.  En otros términos, no es comprensible cómo el legislador al expedir una norma que modifica la estructura orgánica de la Contraloría General de la Republica, en ejercicio de la amplia competencia que para el efecto le otorga el numeral 7 del artículo 150 Superior, vulnera el contenido de este mismo artículo, pues un cargo correctamente formulado debería apuntar a que el legislador desconoció la autonomía que la Constitución reconoce a los órganos de control, sobre lo cual nada dice la demanda.
En segundo lugar, el cargo objeto de análisis parte de un supuesto concreto, cual es que, a juicio del demandante, la creación de dichas unidades obedeció a “(…) crear burocracia de libre nombramiento y remoción…”, sin explicar adecuadamente por qué dicha circunstancia existe y, de otra parte, la razón por la cual ésta circunstancia tiene efectos directos respecto de la inconstitucionalidad de la norma. Cargos como el aquí formulado son ejemplos claros de la ausencia de pertinencia en la formulación de las razones que sustentan el concepto de violación, por la sencilla razón de que obedecen a consideraciones subjetivas o de conveniencia que no son objeto del juicio de inconstitucionalidad.   
En este sentido, el Ministerio Público solicitará a la Corte declararse inhibida como consecuencia de la ineptitud sustantiva de la demanda.

4. Constitucionalidad de la norma demandada por la presunta vulneración del artículo 243 de la Constitución. 
a) Planteamientos de la demanda 

En la misma línea argumentativa la demanda alega que el legislador, al expedir la norma objeto del proceso, desconoció la fuerza de la cosa juzgada constitucional establecida en el artículo 243 Superior, habida cuenta que dispuso la creación, entre otros, de cargos de director, tal y como aconteció con el artículo 3 del Decreto 268 de 2000, el cual fue declarado inexequible por conducto de la Sentencia C-284 de 2011. 

b) Problema jurídico 
Esta Vista Fiscal estima que el problema jurídico puede plantearse de la siguiente forma:

· ¿La expedición del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, supone la reproducción material del artículo 3 del Decreto 268 de 2000, el cual fue declarado inexequible por medio de la Sentencia C-284 de 2011 y, por tanto, el desconocimiento de la cosa juzgada establecida en el artículo 243 de la Constitución Política? 
c) Consideraciones del Ministerio Público sobre el desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. Solicitud de inhibición por ineptitud sustantiva de la demanda

La demanda, como en otros aspectos, es poco clara y no mantiene un hilo conductor que permita reconstruir los argumentos que sustentan la inconstitucionalidad de la norma a partir de las normas estimadas como violadas. En este aspecto, el demandante cita el descriptor de la sentencia C-284 de 2011, para luego reiterar que “(…) [l]o que se quiere revisar en este caso es que lo previsto para los contralores provinciales por la ley es que son funcionarios de carrera, de acuerdo a la regla (sic) de que en la administración pública la vinculación de funcionarios a través de concurso de méritos es la regla y el libre nombramiento y remoción es la excepción”.  
En consecuencia, nada se dice en la demanda acerca de las similitudes materiales entre las dos normas jurídicas, pues reiterar que la Constitución en el artículo 125 y 268-10 prevé el carácter de regla de la carrera administrativa, no supone el desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. En este mismo sentido, y revisadas las razones expuestas por la Corte en la Sentencia C-824 de 2013
, que declaró la inconstitucionalidad del inciso 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, se advierte, prima facie, que la Corte utilizó, entre otros, como precedente relevante las consideraciones vertidas en la Sentencia C-284 de 2011; no obstante, nada se dijo en dicho comunicado, acerca de la reproducción de la norma que fue declarada inconstitucional, pues la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma objeto de este proceso se estructuró a partir de la violación del artículo 125 y no respecto del desconocimiento  de la cosa juzgada establecida en el artículo 243.
Es más, la propia Sentencia C-284 de 2011 se refirió al tema de los requisitos necesarios para que se configure el desconocimiento de la cosa juzgada constitucional, aspecto sobre el cual puntualizó que es necesario que se verifiquen tres requisitos: “(1) que se trate de un mismo sentido normativo, esto es, que el contenido material del texto examinado sea similar a aquel que fue declarado inexequible por razones de fondo, teniendo en cuenta el contexto dentro del cual se ubica la norma examinada; (2) que el texto de referencia con el cual se compara la “reproducción” haya sido declarado inconstitucional por “razones de fondo”; y (3) que subsistan las disposiciones constitucionales que sirvieron de referencia en el juicio previo de la Corte”
. En el presente caso, el accionante nada precisó sobre el cumplimiento de los requisitos expuestos.
Así las cosas, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se declare inhibida por ineptitud sustantiva de la demanda.

5. Constitucionalidad del artículo 128 de la Ley 1474 a la luz del artículo 158 de la Constitución 

a) Planteamientos de la demanda 

Sobre este tema el demandante aduce que los segmentos normativos acusados desconocen el principio de unidad de materia establecido en el artículo 158 Superior, porque “(…) está mezclando temas diversos que nada tiene que ver con la lucha contra la corrupción y crea dependencias de apoyo administrativo no misionales como son la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático y la reestructuración de las Gerencias departamentales, conservando las mismas competencias, solamente creando nuevos cargos, sin funciones misionales, sino de apoyo”, pues solo “(…) crea cargos burocráticos sin establecer nuevas competencias para las gerencias departamentales, no desarrolló ningún aspecto de lucha  contra la corrupción dentro del marco del Bloque (sic) de constitucionalidad constituido por el Tratado contra la Corrupción de las Naciones Unidad (sic) aprobado por medio del decreto 6838 de 2007, pues tiene núcleos temáticos distintos…”.   
b) Problema jurídico 

Esta Vista Fiscal estima que el problema jurídico puede plantearse de la siguiente forma:

· ¿Desconoce la regla de unidad de materia establecida en el artículo 158 C.P. la creación, por parte del denominado estatuto anticorrupción, de las Unidades de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático y la reestructuración de las gerencias departamentales? 
c) Constitucionalidad del artículo 128 de la Ley 1474 a la luz del artículo 158 C.P. Solicitud de inhibición 
En síntesis, el demandante aduce que la creación de las unidades mencionadas por el artículo 128 de la Ley 1474 de 2011, no tiene relación de ninguna naturaleza con el propósito general de la lucha contra la corrupción, esto es, con la creación de mecanismos para la prevención, investigación y sanción contra los actos de corrupción en el marco de las funciones del Estado y algunas de sus instituciones.

Sea lo primero advertir, que el principio de unidad de materia consagrado en el artículo 158 de la Constitución, no supone una prohibición general que implique el vaciamiento de competencias legislativas para expedir las normas que a éste corresponden, de ahí que “(…) la Corte también ha precisado que, aún cuando dicho principio tiene un propósito definido, esto es, impedir las incongruencias normativas en la ley, el mismo no puede postularse y ponerse en práctica con un criterio rígido de interpretación restrictiva, de manera que sobrepase su verdadera finalidad o distraiga su objetivo, y termine por obstaculizar el trabajo legislativo haciéndolo del todo nugatorio”
.
Desde un primer plano de análisis, el demandante sugiere que el principio de unidad de materia supone que las normas cuyo objeto sea regular la estructura orgánica de la Contraloría General de la República, deben referirse únicamente a la regulación de los objetivos misionales. Esta interpretación carece de sustento constitucional, pues la prohibición está encaminada a que en el trámite legislativo no se introduzcan elementos absolutamente extraños al núcleo temático de la norma, lo cual no puede interpretarse como un mandato rígido que prohíba la regulación de temas conexos.
Si en gracia de discusión se aceptara la tesis del demandante, tendría que decirse que la regulación de las funciones de un determinado órgano de conformidad con las competencias del legislador, solo podrían regularse frente a los temas estrictamente misionales y, en consecuencia, cualquier alusión a dependencias de apoyo o de funcionamiento interno desconocería el principio consagrado en el artículo 158 Superior. 
Desde otro plano de análisis, esta Jefatura constata prima facie que las funciones asignadas no descartan en sí mismas su relación contra la lucha anticorrupción, pues uno de los objetivos principales del denominado estatuto anticorrupción fue la de crear una política pública para enfrentar dicho flagelo y, por ello, decidió fortalecer, entre otras, la función de control fiscal como uno de los ejes de la reforma
. 
Con respecto a la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso, cuyas funciones se fijaron mediante la Resolución 6518 de 2012, se establece que a dicha unidad corresponde prestar “(…) asistencia técnica a las plenarias, las comisiones constitucionales y legales, las bancadas parlamentarias y los senadores y representantes a la Cámara para el ejercicio de sus funciones legislativa y de control político, mediante el suministro de información que no tenga carácter reservado, el acompañamiento en el análisis, evaluación y la elaboración de proyectos e informes especialmente en relación con su impacto y efectos fiscales y presupuestales, así como la canalización de las denuncias o quejas de origen parlamentario”, de las cuales no se infiere su ausencia de conexidad contra la lucha anticorrupción.
En segundo lugar, y con respecto a la Unidad de Aseguramiento Técnico y Tecnológico,  las funciones específicas establecidas en la Resolución 205 de 2012
, se relacionan con materias conexas con el aseguramiento, tanto de los bienes del organismo de control como de los funcionarios de la Contraloría y, particularmente, del Contralor General de la República. En este contexto, se concluye que las mismas implican, en forma general, atribuciones de manejo u orientación en las que se adopten políticas o directrices para la entidad, como por ejemplo la establecida en el numeral 1º, conforme a la cual corresponde a la Dirección “[d]irigir y Adoptar las Políticas, Planes, Programas y estrategias para el desarrollo de la seguridad en el cumplimiento de la misión organizacional de la Contraloría General de la República.”.
En este sentido, la demanda no argumentó en forma específica las razones por las cuales las funciones asignadas a las unidades mencionadas, carecen absolutamente de relación con la lucha anticorrupción, pues de la lectura de éstas no se advierte una desconexión evidente con el propósito de la ley 1474 de 2011. Tampoco se argumenta por qué el Tratado contra la Corrupción de las Naciones Unidas integra el bloque de constitucionalidad y, en consecuencia, la razón que lo edifica como parámetro de control de constitucionalidad para juzgar la constitucionalidad del artículo 128 a la luz del principio de unidad de materia.
En estas condiciones, el Ministerio Público solicitará la inhibición por ineptitud sustantiva de la demanda.
6. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-824 de 2013 respecto del cargo contra el inciso 6 del artículo 128 de la Ley 1474 de 2011 por violación de los artículos 125 y 268-10 de la Constitución y; se declare INHIBIDA para pronunciarse de fondo respecto de los cargos por violación de los artículos 150-7, 158 y 243 de la Constitución Política.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/DFYM
� Estas son: la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, la Unidad de Cooperación Nacional e Internacional de Prevención, Investigación e Incautación de Bienes, la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, las cuales estarán adscritas al Despacho del Contralor General y serán dirigidas por un Jefe de Unidad del mismo nivel de los jefes de las oficinas asesoras. 





� Sentencia C-332 de 2013.


� Sentencia cuya parte resolutiva aparece transcrita en el comunicado de prensa No. 44 expedido el 13 de noviembre de 2013.


� El cual dispone: “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: (…) 7.“Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta”.


� Una reconstrucción de los elementos que conforman el concepto de violación, fue objeto de pronunciamiento por la Corte Constitucional en La Sentencia C-055 de 2013, en la que precisó que las razones que estructuran un adecuado concepto de violación deben ser : “(i)claras, cuando la acusación formulada por el actor es comprensible y de fácil entendimiento;(ii)ciertas, si la acusación recae directamente sobre el contenido de la disposición demandada y no sobre una proposición jurídica inferida por el actor o contenida en otras disposiciones;(iii )específicas, en cuanto se defina o se muestre en forma diáfana la manera como la norma vulnera la Carta Política;(iv)pertinentes, cuando se utilizan argumentos de naturaleza estrictamente constitucional y no razones de orden legal, personal, doctrinal o de simple conveniencia; y (v)suficientes, en la medida en que contengan todos los elementos fácticos y probatorios que son necesarios para adelantar el juicio de inconstitucionalidad, de forma que exista por lo menos una sospecha o duda mínima sobre la constitucionalidad del precepto impugnado”.








� En el comunicado de prensa No. 44 expedido el 13 de noviembre de 2013, se sintetizaron las razones de la Corte para declarar la inconstitucionalidad de la facultad de libre nombramiento y remoción de los Directores Grado 03. La Sala consideró, entre otras cosas, que “(…) [l]a Corporación encontró que ninguna de las categorías de cargos creados en la norma acusada para las Unidades de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, Cooperación Nacional e Internacional de Prevención, Investigación e Incautación de Bienes, Apoyo Técnico al Congreso y de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, correspondiente a director grado 03, profesional universitario grado 02 y asistenciales grado 04, encuadran en las condiciones señaladas por la jurisprudencia. Para la Corte, las funciones que corresponden a estos cargos no justifican la excepción a la regla general de la carrera administrativa, toda vez que se encargan fundamentalmente de labores de ejecución, apoyo y asistencia profesional y técnica en cada uno de los campos asignados a dichas Unidades. Ninguno de esos servidores públicos tiene facultad para formular o adoptar políticas institucionales o imponer directrices misionales o la orientación de la entidad en tales materias o que exijan un nivel cualificado de confianza. Su tarea en relación con esas políticas se ubica es en el ámbito técnico y de ejecución de las mismas. Específicamente, en relación con el cargo de director 03, advirtió que ya la Corte ha determinado en las sentencias C-514/94, C-405/95 y C-284/11, que la clasificación del cargo de “director” en la Contraloría General de la República entre otros cargos de libre nombramiento y remoción, infringe el artículo 125 de la Constitución, como quiera que, no obstante su denominación, no lleva consigo en esa entidad el ejercicio de funciones de dirección, de conducción u orientación institucional, que justifiquen su exclusión del régimen de carrera, toda vez que se desempeñan en el nivel propio de ejecución. En el caso de los cargos de profesional universitario grado 02 y asistenciales grado 04 es aún más claro, puesto que no tienen responsabilidades de dirección y manejo, o de creación de políticas, sino que se ubican el nivel meramente ejecutor, en el caso del profesional universitario y los asistenciales cumplen actividades de orden operativo y/o administrativo, complementarias de los niveles superiores”.





� Consideración jurídica No. 3.


� Sentencia C-214 de 2007.


� En la exposición de motivos se mencionó como uno de los ejes centrales de la lucha contra la corrupción al control fiscal, al exponer que :“(…) la presente ley es fruto de un diálogo propositivo y de la colaboración entre el Gobierno Nacional, la Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Auditoría General de la República, la academia, la sociedad civil y organizaciones no gubernamentales dedicadas a la lucha contra la corrupción, lo cual ha permitido la elaboración de medidas administrativas, disciplinarias, penales, fiscales y educativas que desarrollan una política integral del Estado en contra de este fenómeno”�. Gaceta 607 de 2010 del Congreso de la República. Proyecto de Ley No. 142 de 2010 –Senado-.


� El artículo 5 de dicha resolución dispone que son funciones de la Dirección de Seguridad las siguientes: “1. Dirigir y Adoptar las Políticas, Planes, Programas y estrategias para el desarrollo de la seguridad en el cumplimiento de la misión organizacional de la Contraloría General de la República. 2. Proponer medidas adecuadas de conformidad con normas legales vigentes, tendientes a garantizar la seguridad de los servidores públicos de la Contraloría General de la República, cuando por razones de seguridad sea necesario, para lo cual la entidad deberá disponer de los recursos humanos y físicos que se requieran. 3. Participar en los estudios que se requieran para garantizar la seguridad del Contralor General de la República y demás servidores de la entidad. 4. Coordinar con las oficinas pertinentes la debida y eficaz prestación de los servicios de seguridad de los edificios y bienes e información recolectada y emitida por la Contraloría General de la República. 5. Presentar y hacer seguimiento a los convenios celebrados con organismos nacionales o internacionales, tendientes a garantizar la protección de los servidores públicos, los bienes e información de la entidad. 6. Brindar apoyo en la política de protección y custodia de la documentación general de la Contraloría General de la República. 7. Responder por el inventario de los equipos de seguridad adquiridos o administrados por la Contraloría General de la República, sin perjuicio de la responsabilidad adquirida por cada funcionario responsable del bien en cada dependencia. 8. Apoyar los procesos transversales de la Entidad, de acuerdo con las normas legales vigentes para dar cumplimiento a la Misión de la Contraloría. 9. Las demás funciones que le sean asignadas de acuerdo con la naturaleza del cargo”.
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